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La presente Nota tiene por objeto realizar un 

breve análisis de la situación actual en relación 

con el Informe del Abogado General 

presentado el 10.09.2019, y posibles escenarios 

tras Sentencia a dictar por TJUE.  Normativa: 

Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de Abril 

de 1993 sobre las cláusulas abusivas en los 

contratos celebrados con consumidores. 

Publicación mediante Circular 8/1990, de 7 de 

septiembre, a entidades de Crédito, del Banco 

de España con índices oficiales de referencia 

aplicables a fecha 19.07.2001 de celebración 

del contrato de préstamo hipotecario entre las 

partes en conflicto. 

 

 

 

 
 

1. SITUACIÓN ACTUAL  
 

La Comisión Europea a fecha 31.05.18 emitió un 

informe, no vinculante, al respecto del Asunto 

donde propone al TJUE responder a las 

cuestiones prejudiciales planteadas en un 

sentido favorable al consumidor ya que, 

considera que el Indice debe ser analizado en 

términos de abusividad. 

 

El JPI nº 38 de Barcelona en asunto instando por 

D. Marc Gómez del Moral vs. BANKIA, SA, elevó 

la cuestión prejudicial sobre la interpretación de 

la Directiva 93/13/CEE, del Consejo, de 5 de Abril 

de 1993  sobre las cláusulas abusivas en los 

contratos celebrados con consumidores y, en 

concreto, sobre la aplicación e interpretación de 

la citada Directiva, en particular de su art 1, 

apartado 2, su art 4, apartado 2, y sus artículos 5 

y 8 , al contrato de préstamo con garantía 

hipotecaria que el actor, persona física, 

suscribió con citada entidad, en relación con el 

tipo de interés variable fijado en el contrato de 

préstamo tomando como valor de referencia 

uno de los Indices oficiales , en concreto el IRPH 

de las cajas de ahorro, dando lugar al Asunto del 

Tribunal C-125/18. 

 

La cuestión prejudicial se ha centrado por el 

Juez en: 

 

• Alcance de la excepción prevista en el 

art. 1, apartado 2, de la Directiva 93/13, 

y si una cláusula de ese tipo (referencia 

al IRPH) estaría sujeta o comprendida 

en el ámbito de aplicación de la 

Directiva 93/13.
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• Alcance y contenido del control de transparencia 

• de la cláusula controvertida, con arreglo al artículo 4, apartado 2, de la citada Directiva 

93/13., y ello, dado que 

• formalmente No ha sido traspuesto formalmente al Derecho Español. 

• Consecuencias de la declaración del carácter abusivo de dicha cláusula. 

Tras la emisión del Informe del Abogado General de 10.09.2019, está anunciada la publicación 

de Sentencia para el próximo día 3 de Marzo de 2020 en la que entendemos aplicará 

recomendaciones de las contenidas en dicho Informe. 

 

2. INFORME DEL ABOGADO GENERAL DE 10 DE SEPTIEMBRE DE 2019 EN EL 

ASUNTO C-125/18 

 
El Abogado General centra las cuestiones prejudiciales en 

 

A. Alcance de la excepción prevista en el art 1, apartado 2, de la Directiva 93/13

 

¿Se excluye de su ámbito una cláusula de un contrato celebrado entre un consumidor y un 

profesional que fija un tipo de interés tomando como referencia uno de los seis índices de 

referencia oficiales, como es el de este caso, que pueden ser aplicados por las entidades a los 

préstamos hipotecarios a interés variable? 

 

El Abogado General considera que si una cláusula contractual refleja una disposición legal o 

reglamentaria imperativa o supletoria, la cuestión de dicha cláusula no está sujeta a las 

disposiciones de la citada Directiva. 

 

Ahora bien, si el Juez nacional considera que la disposición no obliga a la entidad bancaria a elegir 

un índice de referencia oficial entre los previstos por la disposición , sino que permitir recurrir a 

otro índices de referencia entonces es evidente que una cláusula de este tipo estaría 

comprendida en el ámbito de aplicación de la Directiva. 

 

En este caso, la Orden de 5 de mayo de 1994 no exigía la utilización de uno de los seis índices 

de referencia oficiales, incluido el IRPH Cajas., por tanto, la entidad financiera tenía la facultad de 

definir el tipo de interés variable de cualquier otro modo , siempre que resultase claro, concreto y 

comprensible por el prestatario y fuera conforme a Derecho. En el momento de celebración del 

contrato (19.07.2001), el euribor no formaba parte de esos seis índices oficiales previstos por la 

Circular 8/1990, por lo que el IRPH Entidades no constituiría el único índice como valor de 

referencia y su aplicación no resultaba imperativa para el profesional. 

 

Para el Abogado, la clausula controvertida estaría comprendida en el ámbito de aplicación de la 

Directiva 93/13 y por tanto, la misma resultaría aplicable ya que,  la excepción prevista en esa 

disposición no puede aplicarse a una cláusula contractual que restringe o limita la autonomía de la 

voluntad de las partes y que ha sido pactada entre un consumidor y un profesional, con el 

consiguiente desequilibrio, por lo que la reiterada cláusula (con referencia al IRPH) no está 

excluida de su ámbito de aplicación. 

 

B. Alcance y contenido del control de transparencia de la cláusula controvertida, 

con arreglo al art. 4, apartado 2 de la Directiva 93/13. 

Así las cosas, es de importancia capital para el consumidor disponer, antes de la celebración de 

un contrato, de información sobre las condiciones contractuales y las consecuencias de dicha 

celebración., y de esa manera, poder decidir si quiere quedar vinculado contractualmente 

adhiriéndose a las condiciones redactadas de antemano por un profesional. 

 

La exigencia de transparencia de las cláusulas contractuales no puede verse reducida solo al 

carácter comprensible de estas en un plano formal y gramatical, y el contrato ha de exponer de 
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manera transparente el funcionamiento concreto del mecanismo de cálculo al que se refiere la 

cláusula, de manera que el consumidor esté en condiciones de valorar, según criterios precisos 

e inteligibles, las consecuencias económicas que se derivan. 

 

Es lo que, en definitiva, el Tribunal ha de verificar de los hechos y elementos del caso, entre los 

que se encuentran la publicidad y la información esencial del producto que hayan sido 

proporcionadas por el prestamista en el marco de la negociación de un contrato de préstamo 

permitiéndole discernir el coste total de su préstamo. En relación con la redacción clara y 

comprensible que permita al consumidor medio, informado y razonablemente atento y 

perspicaz, evaluar tal coste. 

 

Esto permitirá al consumidor saber lo que va a pagar consecuencia del resultado de la suma del 

índice de referencia y del diferencial IRPH Cajas + diferencial). 

 

Ahora bien, la obligación de información que requiere la Jurisprudencia del TJUE No es una 

obligación de asesoramiento y, por lo tanto, no implica en absoluto que la entidad bancaria deba 

emplear u ofrecer al consumidor diferentes índices oficiales. 

 

Para el Abogado la conclusión es que la entidad bancaria cumplió la exigencia de transparencia 

impuesta por la Directiva 93/13. 

 

En resumen, y a juicio del Abogado General, el Juzgado remitente habrá de verificar el control 

de transparencia de la cláusula controvertida teniendo en cuenta el conjunto de circunstancias 

que rodearon la celebración del contrato sobre el método de cálculo del tipo de interés y, con 

ello, las consecuencias económicas que del mismo se derivan para él y si el contrato cumple con 

las obligaciones de información previstas por la normativa nacional., es decir: 

 

Que al consumidor le fuera comunicado antes de la celebración del contrato, información 

suficiente (xej. La evolución del índice años atrás) para que pudiera tomar una decisión prudente 

y con pleno conocimiento de causa, así como la publicidad que hagan constatar que la entidad 

prestamista cumplió con las obligaciones prevista en la Circular 8/1990 vigente al momento de 

formalización del contrato de préstamo.  Y en conclusión, habrá de determinar si, dadas las 

circunstancias propias del caso, la cláusula controvertida en el litigio principal cumple asimismo 

con las exigencias de la buena fe y equilibrio impuestas por la Directiva (Verificar, en particular, 

si, las entidades bancarias podían realmente influir o no en el IRPH Cajas) que constate que no se 

haya producido un desequilibrio importante en detrimento del consumidor , entre los derechos y 

obligaciones de las partes en el contrato. 

 

3. LA SENTENCIA DEL TJ 

 
Que el TJUE dicte Sentencia siguiendo recomendaciones del Informe del Abogado General en el 

asunto C/125-18 estableciendo que: 

 

a) Respecto de la Directiva 93/13/CEE del Consejo, de 5 de abril de 1993, la cláusula para 

el cálculo del tipo de interés variable con valor de referencia IRPH Cajas y que fuera 

pactada entre un consumidor/particular y un profesional No está excluida de su ámbito 

de aplicación. 

 

b) Que la información del profesional al consumidor ha de ser suficiente para que su 

cliente pueda tomar una decisión prudente y con pleno conocimiento de causa en 

cuanto al método de cálculo del tipo de interés aplicable al contrato de préstamo, 

conforme al conocimiento de un consumidor de tipo medio, con referencia a la 

evolución en el pasado del índice escogido. 
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c) Será el Juez nacional el que ha de llevar a cabo la labor del control de transparencia de 

la cláusula que fija el tipo de interés teniendo en cuenta las circunstancias de 

información y publicidad que rodearon la negociación del contrato. 

 

4. RECOMENDACIONES 

 

➢ Recabar informes periciales de firmas de reconocido prestigio sobre el funcionamiento 

general del IRPH y, especialmente, sobre su transparencia así como su comparación con 

la evolución con el euríbor. 

 

➢ Analizar el perfil de los clientes que puedan resultar afectados por la resolución. 

 

➢ Recopilación de todos los antecedentes relativos a la negociación y/o comercialización, con 

especial relevancia a la información y publicidad sobre el índice de referencia aplicado en 

las cláusulas de interés variable. 

 

➢ Revisar si los contratos recogen de forma clara y transparente el método de cálculo del 

tipo de interés de forma que el consumidor hubiera podido valorar las consecuencias 

económicas del contrato y si se cumplió con la normativa existente. 

 

➢ Una vez realizado lo anterior, establecer una estrategia de defensa jurídica para afrontar 

los procedimientos judiciales en contra de las entidades financieras que se interpondrán 

y otra estrategia negociadora para intentar evitar los intereses y costes legales que 

conllevarían las demandas con visos de prosperar.    

 

En Madrid, a 24 de febrero de 2020. 
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